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LEY N° 6.497 

QUE MODIFICA DISPOSICIONES DE LA LEY N° 1015/1997 “QUE 

PREVIENE Y REPRIME LOS ACTOS ILÍCITOS DESTINADOS A LA 

LEGITIMACIÓN DE DINERO O BIENES” Y SU MODIFICATORIA LEY N° 

3783/2009. 

EL CONGRESO DE LA NACION PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA 

DE 

LEY 

Artículo 1.° Modifícanse los Artículos 2°, 12, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 22, 24, 27, 35, 36, 37 y 

38 de la Ley N° 1015/1997 "QUE PREVIENE Y REPRIME LOS ACTOS ILÍCITOS 

DESTINADOS A LA LEGITIMACIÓN DE DINERO O BIENES" y su modificatoria Ley 
N° 3783/2009, que quedan redactados de la siguiente manera: 

“Art. 2°.- Definiciones. 

A los efectos de esta Ley se entenderán como: 

a) Objeto: los bienes obtenidos o derivados directa o indirectamente de la 
comisión de un hecho punible; 

b) Activo, bienes, o fondos: cualquier activo, incluyendo, aunque no 

exclusivamente, los activos financieros, activos virtuales, recursos económicos, 

bienes de todo tipo, tangibles o intangibles, muebles o inmuebles, como quiera 

que hayan sido adquiridos, y los documentos legales o instrumentos en cualquier 

forma, incluso electrónica o digital, que evidencien la titularidad de, o la 

participación en, tales fondos u otros activos, además de, aunque no 

exclusivamente, los créditos bancarios, cheques de viajero, cheques bancarios, 

giros postales, acciones, valores, bonos, letras de cambio o letras de crédito, y 

cualquier participación, dividendo u otros ingresos en, o valor acumulado a partir 
de, o generado por, tales fondos u otros activos; 

c) Beneficiario Final: es la persona física que finalmente posee o controla a un 

cliente, así como la persona física en cuyo nombre se realiza una transacción. 

Incluye también a las personas que ejercen el control efectivo final sobre una 
persona jurídica u otra estructura jurídica; 

d) Reporte: es la comunicación de hechos, transacciones u operaciones que 
realizan los sujetos obligados a la autoridad de aplicación de esta Ley; 

e) Operación sospechosa: operación realizada o tentada, con independencia de 

su cuantía, respecto del cual exista sospecha de que esté relacionada al hecho 

punible de lavado de activos, financiamiento del terrorismo u otros hechos 
punibles precedentes o relacionados; 

f) Debida Diligencia: es el conjunto de normas, medidas y procedimientos 

tendientes a obtener la información que permita conocer la identidad de un cliente 

o su beneficiario final, establecer su perfil transaccional y verificar que sus 

operaciones sean compatibles con dicho perfil; 

g) Informe de inteligencia: es el producto elaborado por la Unidad de 

Inteligencia Financiera en base a los reportes de operaciones y reportes de 

operaciones sospechosas, además de toda la información proveniente de otras 
fuentes a las que accede la misma, en el marco de su competencia. 
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Asimismo, se aplicarán las definiciones que emita la Secretaría de Prevención de 

Lavado de Dinero o Bienes, resolución mediante, para ajustar la terminología a los 
estándares internacionales.”  

“Art. 12.- Alcance. 

Este Capítulo abarca los lineamientos básicos y políticas que todo sujeto obligado 

debe incorporar dentro de sus procesos de prevención, mitigación de riesgos y 

detección de operaciones, en base a un enfoque de riesgo y contexto, acorde a las 
pautas reglamentarias emitidas por la autoridad de aplicación.” 

“Art. 14.- Obligación de debida diligencia de los clientes. 

Los sujetos obligados deberán aplicar la debida diligencia de sus clientes, 

sean estos personas físicas, jurídicas o estructuras jurídicas, en el momento de 

entablar la relación comercial o contractual, y continuamente durante la misma, así 

como cuando exista sospecha de la vinculación de los clientes o sus operaciones con 

actividades que sean conducentes, representen amenazas o exterioricen indicadores 
sobre la comisión de lavado de activos y financiamiento del terrorismo. 

Se deberán examinar las transacciones llevadas a cabo para asegurar que las mismas 

sean consistentes con el conocimiento que tiene el sujeto obligado del cliente, su 

actividad comercial y el perfil de riesgo, incluyendo, cuando corresponda, el origen 
de los fondos. 

La Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes, en coordinación con los 

organismos de supervisión y fiscalización, podrá reglamentar los parámetros de 

debida diligencia a ser aplicados por los sujetos obligados a sus clientes, pudiendo ser 

estos simplificados, generales o ampliados, los cuales serán determinados en base al 

riesgo, y a criterios operacionales, reputacionales, legales, de concentración y otros a 
ser establecidos reglamentariamente por éstas.” 

“Art. 15.- Medidas de debida diligencia de los clientes. 

Las medidas de debida diligencia a adoptar, son las siguientes: 

a) Identificar al cliente, y verificar la identidad del mismo utilizando documentos, 
datos o información confiable, de fuentes independientes. 

b) Identificar al beneficiario final y tomar medidas razonables para verificar la 

identidad del mismo. Entender el propósito o carácter que los clientes pretendan 

dar a la relación comercial o contractual. 

c) Monitorear periódicamente las transacciones ejecutadas, verificando su 
correspondencia con el perfil del cliente. 

En caso de que los sujetos obligados no pudieran cumplir con las medidas de debida 

diligencia, esto dará lugar a no iniciar la relación comercial, no realizar la operación, 

terminar la relación comercial, y en su caso, emitir los reportes de operaciones 

sospechosas correspondientes a la autoridad de aplicación, de conformidad a las 
reglamentaciones emitidas.” 

“Art. 16.- Obligación de contar con procedimientos y sistemas de identificación 

y administración de riesgos, y medidas de transparencia. 

Los sujetos obligados deberán implementar procedimientos y sistemas de 

identificación y administración con un enfoque basado en riesgos, destinados a 

conocer, prevenir e impedir la realización de los hechos punibles de Lavado de Activo 
y Financiamiento del Terrorismo. 
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Al efecto, la autoridad de aplicación de la presente Ley podrá establecer los 

parámetros mínimos de evaluación de dichos riesgos. 

Los sujetos obligados deben velar por la transparencia relativa a los beneficiarios 

finales de las personas o estructuras jurídicas, implementando mecanismos 

razonables que permitan identificar y mantener actualizados sus correspondientes 
registros.” 

“Art. 17.- Obligaciones de registrar las operaciones y las medidas de debida 

diligencia. 

Los sujetos obligados deberán identificar y registrar con claridad y precisión la 

totalidad de las operaciones tanto nacionales como internacionales realizadas por sus 

clientes, conteniendo, como mínimo, montos, tipos de moneda, y otros elementos que 

permitan su reconstrucción. 

El registro debe incluir los documentos, archivos y correspondencia que acrediten o 

identifiquen adecuadamente las operaciones, el cliente, así como todos los registros 

obtenidos a través de las medidas de debida diligencia, incluyendo los resultados de 

los análisis que se hayan realizado, independientemente de que los mismos hayan 

derivado o no en un reporte a la autoridad de aplicación.” 

“Art. 18.- Obligación de conservar los registros. 

Los sujetos obligados deberán conservar durante un período de cinco años los 
registros de las operaciones y las medidas de debida diligencia que implementen. 

El plazo de conservación de los registros de las operaciones, de forma precisa y 

completa, se computará desde que se ha efectuado la operación o ha finalizado la 
relación comercial. 

Igualmente, los registros obtenidos a través de las medidas de debida diligencia del 

cliente, los archivos, correspondencia y los resultados de los análisis, se conservarán 

durante cinco años después de finalizada la relación comercial o desde la fecha de la 

transacción ocasional.” 

“Art. 19.- Obligación de reportar operaciones sospechosas. 

Los sujetos obligados deberán reportar a la Secretaría de Prevención de Lavado de 

Dinero o Bienes, conforme a las reglamentaciones establecidas, cualquier operación 

realizada o tentada, con independencia de su cuantía, respecto de la cual se tengan 

motivos razonables o exista sospecha de la vinculación con actividades que sean 

conducentes, representen amenazas o exterioricen indicadores sobre la comisión 
de lavado de activos o financiamiento del terrorismo. 

El contenido de los reportes de operaciones sospechosas (ROS), así como los datos 
del oficial de cumplimiento y del sujeto obligado remitente serán confidenciales. 

La Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes analizará los reportes de 

operaciones sospechosas recibidos, u otras informaciones o datos procedentes de 

otras fuentes, con la finalidad de establecer la existencia de indicios de lavado de 
activos y financiamiento del terrorismo, dentro del marco de su competencia. 

Una vez obtenida de manera motivada la conclusión que correspondiera al caso, y en 

la medida en que los indicios hubieran sido establecidos, elaborará un informe de 

inteligencia, en base a un análisis financiero, operativo o estratégico, que será puesto 

a conocimiento del Ministerio Público y otros Organismos y Entidades del Estado 

competentes que formen parte del sistema Anti Lavado de Activos y contra el 
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Financiamiento del Terrorismo, en su caso, en el marco de sus atribuciones 

legales, acorde a la naturaleza del informe, el cual tendrá carácter de reserva.” 

“Art. 22.- Deber de colaboración y administración de la información. 

Las personas físicas, los Organismos y Entidades del Estado, las entidades del sector 

privado, así como los sujetos obligados, deberán proveer toda la información 

relacionada con la materia legislada en esta Ley que sea requerida por la autoridad de 

aplicación para el cumplimiento de sus funciones. En estos casos no serán aplicables 
las disposiciones relativas al deber de secreto o reserva legal alguna. 

Además, en el marco de las políticas de cooperación y coordinación, la Secretaría de 

Prevención de Lavado de Dinero o Bienes podrá requerir a los Organismos y 

Entidades del Estado, la implementación de interconexiones para obtener accesos en 

línea a las bases de datos, centrales de información y otras fuentes de archivo, tanto 
de estas, así como sujetos obligados, que requiera para desarrollo de sus funciones. 

A los fines de este artículo, ninguna persona, pública o privada, podrá oponer el 

carácter reservado de la información solicitada por la Secretaría de Prevención de 

Lavado de Dinero o Bienes, ya que la misma está exceptuada del deber de secreto 

bancario, tributario o de otra naturaleza establecida en disposiciones legales. 

Los informes de inteligencia emitidos, así como la información administrada, por la 

Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes tendrán el carácter de 

reservado y solo podrán ser provistos con fines de inteligencia en el marco de lo 
establecido en la presente Ley. 

Los mismos no podrán ser requeridos por particulares ni terceros, resultando potestad 

exclusiva de la autoridad de aplicación la determinación de los sujetos que los podrán 
recepcionar, siempre en el carácter de reservado señalado.” 

“Art. 24.- Responsabilidad administrativa de sujetos obligados. 

Los incumplimientos a la presente Ley, las reglamentaciones y demás normas 

dictadas por la autoridad de aplicación darán lugar a sanciones administrativas a 
personas jurídicas y a personas físicas. 

1. Sanciones administrativas a personas físicas infractoras. La comisión de faltas 

administrativas por parte de personas físicas, por los actos u omisiones previstas en 

la presente Ley y las reglamentaciones que se dicten en virtud a esta, dará lugar a la 
imposición de una de las siguientes sanciones: 

a) Nota de apercibimiento. 

b) Amonestación pública. 

c) Multa de hasta 500 (quinientos) salarios mínimos mensuales. 

d) Multa cuyo importe será entre el 1% (uno por ciento) y el 10% (diez por ciento) 

del monto de la operación en la cual se cometió la infracción, para cuyo caso 

tomará en cuenta el valor de la operación a la fecha de su realización. En caso de 

no ser posible determinar el monto de la operación de infracción, se aplicará lo 
dispuesto en el inciso c). 

e) Remoción del cargo con inhabilitación, por un período de 3 (tres) a 10 (diez) 

años, para el ejercicio de cargos de dirección y administración. 
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f) Fiscalización de personas jurídicas que fueren sujetos obligados de la presente 

Ley. 

g) Cancelación de su autorización o equivalente en el registro correspondiente. 

h) Suspensión de distribución de dividendos de hasta en 3 (tres) ejercicios a los 
accionistas con cargos directivos. 

2. Sanciones administrativas a personas jurídicas infractoras. La comisión de 

faltas administrativas por parte de las personas jurídicas, por los actos u omisiones 

previstas en la presente Ley y en las reglamentaciones que se dicten en virtud a esta, 

dará lugar a la imposición de una de las siguientes sanciones: 

a) Nota de apercibimiento. 

b) Amonestación pública. 

c) Multa de hasta 5000 (cinco mil) salarios mínimos mensuales. 

d) Multa de hasta el 50 % (cincuenta por ciento) del monto de la operación en la 

cual se cometió la infracción, para cuyo caso tomará en cuenta el valor de la 

operación a la fecha de su realización. En caso de no ser posible determinar el 
monto de la operación de infracción, se aplicará lo dispuesto en el inciso c). 

e) Suspensión, clausura o inhabilitación temporal de la licencia para operar hasta 
1 (un) año. 

f) Revocación de la autorización para operar. 

A los funcionarios, empleados, directores y altos gerentes de las personas jurídicas 

infractoras se les impondrán las sanciones previstas para las personas físicas 

infractoras cuando se demuestre que existe causal de involucramiento en los hechos 
detectados.” 

“Art. 27.- Administración y organización. 

La Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes, se constituye como la 

Unidad de Inteligencia Financiera de la República del Paraguay, la cual gozará de 

autonomía funcional y administrativa y contará con personería jurídica propia, dentro 
de los límites de la Ley y de los reglamentos. 

La Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes, tendrá una partida 

específica en el Presupuesto General de la Nación y administrará con autonomía los 

recursos que le sean asignados, incluyendo los ingresos provenientes del cobro de 

multas, aranceles, bienes, productos financieros, dinero, producto de las subastas y 

otros conceptos que le fueren asignados en Leyes especiales, así como las donaciones 
nacionales y extranjeras destinadas a la consecución de los objetivos institucionales. 

Estará a cargo de un Secretario Ejecutivo, quien ostenta el rango, las prerrogativas y 

los honores correspondientes a los Ministros del Poder Ejecutivo, y un Secretario 

Adjunto, quien ostenta el rango, las prerrogativas, los honores correspondientes a los 

Viceministros del Poder Ejecutivo y depende jerárquicamente del Secretario 

Ejecutivo. Ambos serán nombrados por el Poder Ejecutivo y deberán contar con 
probada idoneidad en la materia.” 

“Art. 35.- Aplicación de sanciones administrativas. 

Para la aplicación de las sanciones previstas en el Artículo 24 de la presente Ley, las 
autoridades de supervisión considerarán faltas administrativas, las siguientes: 
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a) Carecer de políticas o procedimientos escritos adecuados para prevenir 

el lavado de activo y el financiamiento del terrorismo. 

b) El incumplimiento de la obligación de implementar sistemas de administración 

de riesgos establecida por la presente Ley. 

c) El incumplimiento de las medidas de debida diligencia al cliente, según los 

parámetros relativos a su perfil, así como a las reglamentaciones relacionadas al 

sector del cual provienen. 

d) No conservar los registros de las operaciones y los que acrediten la aplicación 

de las medidas de debida diligencia, de conformidad a lo establecido por la 
presente Ley. 

e) Carecer de un registro adecuado, claro y preciso de las operaciones realizadas. 

f) La falta de designación de un oficial de cumplimiento. 

g) Obstaculizar las actuaciones de inspección o supervisión realizadas por las 
autoridades de supervisión competentes. 

h) No realizar en tiempo y forma los reportes de operaciones sospechosas (ROS) 
a la autoridad de aplicación. 

i) Revelar a terceros las actuaciones o comunicaciones remitidas a la autoridad de 
aplicación. 

j) Incumplir con la obligación de colaborar en tiempo y forma con la autoridad de 

aplicación o con las instituciones encargadas de la supervisión o fiscalización de 

los sujetos obligados, según su naturaleza. 

k) Incumplir con la obligación de realizar auditoría externa, conforme con las 
disposiciones dictadas por la autoridad de aplicación. 

l) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en esta materia por las 

instituciones encargadas de la supervisión y fiscalización de los sujetos obligados. 

m) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en esta Ley y los 

reglamentos dictados por la autoridad de aplicación.” 

“Art. 36.- Plazo de prescripción para iniciar procesos sancionatorios. 

La acción para iniciar los procesos sumariales tendientes a imponer sanciones por 

faltas administrativas prescribe a los cinco años, contados a partir de que se hubiera 

concluido la transacción o de la cancelación de la cuenta según el caso.” 

“Art. 37.- Recursos admisibles. 

Contra las resoluciones particulares dictadas por la máxima autoridad del órgano de 

supervisión en el marco de un sumario administrativo, podrá ser interpuesto el recurso 

de reconsideración, dentro del plazo perentorio de diez días hábiles contados a partir 

de la notificación de la resolución respectiva, quien deberá expedirse sobre el mismo 

dentro de los siguientes veinte días hábiles. El silencio de éste implicará la 
denegatoria solicitud planteada. 

Contra la resolución que rechaza el recurso de reconsideración podrá plantearse la acción 

contencioso-administrativa, dentro del plazo perentorio de dieciocho días hábiles contados, a 

partir de la notificación de dicha resolución. En caso de denegatoria ficta, el cómputo para 

plantear la acción contencioso-administrativa se iniciará a partir del día siguiente del término 
del plazo otorgado al órgano competente para expedirse. 
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Asimismo, cuando las decisiones no hayan sido adoptadas por las máximas 

autoridades, se podrá interponer recurso jerárquico ante éstas, dentro de los siguientes 

diez días contados a partir de la notificación de la decisión. Para resolver dicho 
recurso, regirán los mismos plazos aplicables al recurso de reconsideración. 

La interposición de los recursos puramente administrativos y de la acción 

contencioso-administrativa contra las resoluciones no tendrá efecto suspensivo, salvo 
para la aplicación de multas. 

El juez o tribunal podrá decretar, como medida cautelar, la suspensión de los efectos 

del acto administrativo recurrido, siempre que se reúnan los presupuestos genéricos 

de las medidas cautelares y solo cuando pueda garantizarse debidamente que las 
mismas no afectarán la estabilidad o integridad del sistema financiero o económico.” 

“Art. 38.- Ejecución y adjudicación. 

Será título ejecutivo a los efectos del cobro compulsivo, la resolución dictada firme y 

ejecutoriada que impone la multa, y la gestión judicial de cobro se hará en la forma 

establecida en la legislación vigente, siendo competente la jurisdicción Civil y 

Comercial de la Capital por el procedimiento establecido para la ejecución de 

sentencia. 

El resultado de las multas que se apliquen en el caso de infracciones administrativas, 
se distribuirá de la siguiente manera: 

a) El 75% (setenta y cinco por ciento) para los órganos e instituciones encargados 

de supervisar y fiscalizar a los sujetos obligados cuando se detecten infracciones 

administrativas a la Ley o los reglamentos, propios de su competencia. 

b) El 25% (veinticinco por ciento) para la Secretaría de Prevención de Lavado de 
Dinero o Bienes. 

En los casos en que no exista un supervisor natural, la totalidad del monto 

correspondiente a las multas será adjudicado al órgano de aplicación de la presente 

Ley. 

Cuando sea requerido, la Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o 

Bienes también se constituirá en parte actora junto con los órganos de supervisión 

correspondientes.” 

Artículo 2.° Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

Aprobado el Proyecto de Ley por la Honorable Cámara de Diputados, a los once días del mes de 

diciembre del año dos mil diecinueve, y por la Honorable Cámara de Senadores, a los diecinueve 

días del mes de diciembre del año dos mil diecinueve, queda sancionado, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 204 de la Constitución. 


